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Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia: San Salvador, a las once 

horas del día veintiséis de junio de dos mil tres. 

El presente proceso de amparo constitucional ha sido promovido por el señor Angel María 

Ibarra Turcios, mayor de edad, médico, de este domicilio, en su carácter personal y en 

representación de la Federación Unidad Ecológica Salvadoreña (UNES), corporación sin 

fines de lucro, contra providencias de la entonces Ministra de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales, que estima violatorias de los derechos al bien común, a la vida digna y al medio 

ambiente sano. 

Han intervenido en este proceso, además de la parte actora, el doctor José Antonio 

Calderón, conocido por José Antonio Calderón Martínez, como apoderado general judicial 

de la Ministra de Medio Ambiente y Recursos Naturales, Ana María Majano; y el Fiscal de 

la Corte. 

Leído el proceso y considerando: 

I. La parte actora manifestó esencialmente en su demanda que el acto contra el cual reclama 

es la resolución número 172-2000 emitida por la entonces Ministra de Medio Ambiente y 

Recursos Naturales, Ana María Majano, mediante la cual concedió permiso ambiental para 

el desarrollo del proyecto denominado "Zona Privada El Espino", al norte de San Salvador. 

El demandante señaló que los derechos constitucionales infringidos son el derecho a la vida 

digna (arts. 1 y 2 Cn.) y el derecho al medio ambiente sano (art. 117 inc. 1° Cn.). 

Por resolución de las ocho horas del día diecisiete de julio de dos mil uno, se previno al 

demandante que señalara con toda claridad los conceptos de la violación de cada uno de los 

derechos alegados y la calidad en la que comparecía ante este tribunal.  

Al respecto, el señor Angel María Ibarra Turcios manifestó lo siguiente: en cuanto al art. 1 

Cn., el Estado tiene la obligación de desplegar toda su actividad en función de la persona 

humana, y "está organizado para la consecución de la justicia, de la seguridad jurídica y el 

bien común". En su opinión, el bien común se ha violado al aprobar una urbanización que 

sólamente traerá, con certeza, enormes beneficios a unas pocas familias, sin tomar en 

cuenta las consecuencias negativas que tiene para el bien común, debido a los daños que se 

causa al medio ambiente, entre ellos la afectación del acuífero de El Espino, incidencia 

negativa en la escorrentía del agua a los barrios bajos de San Salvador, destrucción de la 

fauna y de la flora del lugar, aumento de la temperatura por la deforestación, etc. 

El bien común –dijo- es el bien de todos y todas, como habitantes del Estado; constituye el 

fruto de la vida en sociedad o el beneficio compartido equitativamente, en donde todos y 

todas como seres humanos con dignidad y derechos, tenemos una misión compartida. 

Además –insistió- nadie puede, bajo ningún punto de vista, realizar acciones en donde el 

interés privado prevalezca sobre el interés público o el bien común. Con la resolución 

impugnada –dice- se ha violado tal derecho ya que, el principio del bien común exigía 



ponderar los parámetros del beneficio de los empresarios señalados con el parámetro de las 

consecuencias negativas o positivas para toda la sociedad.  

En relación con el art. 2 Cn., expresó que en toda el área donde se construye la 

urbanización, existe un precioso acuífero que, al ser afectado, también afecta su derecho a 

la vida, entendido como un proceso bio-sico-social, que comporta necesariamente 

oportunidades o elementos mínimos para desarrollarse dignamente, como ser humano y 

habitante de este país. Asimismo, manifestó que este concepto de violación incide en la 

vida de toda la sociedad, por lo que le afecta directamente como presidente de la UNES, 

asociación que por sus estatutos y su vida pública se ha caracterizado por la defensa del 

medio ambiente y ha hecho una defensa legal y extra legal del acuífero de El Espino. 

Finalmente, en cuanto al art. 117 Cn., indicó que el desarrollo sostenible es un derecho que 

tiene como habitante y como presidente de la UNES. Este derecho –insistió- se ha afectado 

por cuanto al destruir un recurso tan importante, el desarrollo sostenible simplemente se 

altera. No es lo mismo construir en una zona árida, sin vegetación, sin especies animales ni 

arbóreas, que hacerlo en una zona biológicamente rica y captadora de agua lluvia. Esto 

incide en el bienestar actual y en el de las futuras generaciones. El constituyente dispuso 

que el estado debe propiciar el desarrollo sostenible; y sus acciones o programas deben ir 

en tal dirección. Por consiguiente, al aprobar tal urbanización este derecho se le ha violado 

tanto como persona particular, como miembro de la sociedad y como presidente de una 

organización que dedica sus recursos a la defensa del medio ambiente y del desarrollo 

sostenible. 

Mediante resolución de las once horas y veintisiete minutos del día treinta de octubre de 

dos mil uno, se admitió la demanda y se declaró sin lugar la suspensión del acto reclamado. 

Asimismo, se pidió informe a la entonces Ministra de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales. 

La autoridad demandada expresó que no son ciertos los actos que se le atribuyen al 

Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales en la demanda, pues la resolución N° 

172-2000 fue otorgada conforme a derecho.  

De conformidad con el art. 23 de la Ley de Procedimientos Constitucionales, se mandó oir 

al Fiscal de la Corte, quien no hizo uso de la audiencia conferida. 

Por resolución de las ocho horas y cuarenta y cuatro minutos del día siete de enero de dos 

mil dos se pidió nuevo informe a la entonces Ministra de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales y se confirmó la denegatoria de la suspensión del acto reclamado.  

El doctor José Antonio Calderón Martínez, manifestó en lo esencial que la resolución 172-

2000 fue otorgada conforme a derecho, siendo falso que la misma violente algún principio 

o derecho constitucional ya que en la diligencias correspondientes, se dictó la resolución 

MARN N° 008-2000 –que sirvió de base para el acto impugnado– en la cual consta lo 

siguiente: 1) la porción conocida como "Zona Privada El Espino" no forma parte de la 

porción establecida como zona protectora del suelo ni de la declarada como zona de reserva 

forestal; 2) los titulares del proyecto Zona Privada El Espino han cumplido con el requisito 



exigido por la Ley del Medio Ambiente en cuanto a la elaboración y presentación al 

Ministerio de un Diagnóstico Ambiental; 3) la resolución 008-2000 se fundamentó en 

sobreseimiento dictado por la Sala de lo Constitucional a las doce horas y ocho minutos del 

día dos de diciembre de mil novecientos noventa y ocho, en un proceso de amparo 

constitucional promovido contra la OPAMSS y el Jefe de Servicio Forestal; y 4) la 

resolución 008-2000 se basó también en lo dispuesto en los arts. 1 y 5 del Decreto 

Legislativo N° 432 de catorce de enero de mil novecientos noventa y tres.  

Con base en el Art. 27 de la Ley de Procedimientos Constitucionales, se corrió traslado al 

Fiscal de la Corte y a la parte actora. El primero, manifestó en esencia que conforme a su 

saber y entender, el acto impugnado ha sido dictado en estricto apego a la ley fundamental 

y a la normativa ambiental vigente y aplicable. Sin embargo, se justifica una duda inicial en 

la Sala, que da lugar a la admisibilidad o procedencia de la pretensión, a fin de realizar en 

principio un exámen de constitucionalidad. Agregó que la doctrina reconoce que el aducido 

fundamento de acuerdo al cual se ha planteado la pretensión, encaja en lo que la 

jurisprudencia constitucional ha denominado cuestiones puramente judiciales y concluyó 

dicendo que tal es su opinión en este momento procesal, quedando aún un término de 

prueba y otras oportunidades procesales para que el actor produzca la prueba legal 

necesaria comprobando lo contrario a lo aquí expresado. 

Por su parte, el doctor Angel María Ibarra expresó que su pretensión no es discutir la 

legalidad o no del acto reclamado, pues es claro que dicho acto ha sido otorgado 

legalmente, sin tomar como parámetro la Constitución. En este proceso lo que se discute es 

la constitucionalidad de la resolución 172-2000. Dicho acto ha sido el producto del Decreto 

432/93, es decir que es un acto aplicativo o consecuente de éste. Se trata de un amparo 

contra ley y se ataca por consiguiente una aplicación de la misma. Asimismo, indicó que el 

decreto en referencia viola sus derechos constitucionales a través de las habilitaciones o 

aplicaciones de la misma con actos como el presente.  

Por resolución de las diez horas del día veintiuno de febrero de dos mil dos, se abrió a 

pruebas el presente proceso, plazo durante el cual la parte actora ofreció prueba testimonial 

y pericial, pidió que se practicara inspección y que se incorporara prueba instrumental. 

Asimismo, la autoridad demandada ofreció prueba instrumental, solicitó que se rechazara la 

prueba ofrecida por la parte actora y que se sobreseyera en el proceso.  

En cuanto a lo solicitado por ambas partes, esta Sala declaró sin lugar la prueba testimonial 

y pericial propuestas por el demandante, así como la inspección en el lugar denominado La 

Fortaleza. Por otra parte, ordenó la práctica de la inspección en el inmueble que colinda al 

norte con Colonia Maquilishuat, al sur con la Carretera Panamericana, al poniente con la 

Avenida Jerusalén, que conecta al sur poniente con la calle El Pedregal y al oriente con la 

Colonia San Benito, en los municipios de San Salvador y Antiguo Cuscatlán, 

específicamente en lo que la resolución número 172-2000 del Ministerio de Medio 

Ambiente y Recursos Naturales denomina como Fase I del proyecto Zona Privada El 

Espino, para lo cual se comisionó al Juez de lo Civil de Nueva San Salvador a quien se 

remitió la provisión correspondiente. Finalmente, se declaró sin lugar el sobreseimiento 

solicitado por la autoridad demandada.  



De conformidad con el artículo 30 de la Ley de Procedimientos Constitucionales, se corrió 

traslado al Fiscal de la Corte, a la parte actora y a la autoridad demandada. El primero, en 

síntesis, formuló una serie de consideraciones en torno a la legitimación en virtud de la 

protección de los intereses difusos; luego teorizó sobre la seguridad jurídica y la limitación 

de derechos fundamentales, con lo cual concluyó que la limitación de los derechos que el 

actor alega como vulnerados ha sido realizada con apego a la normativa legal que rige la 

materia, y basada en el informe técnico positivo sobre el impacto ambiental de la 

realización del proyecto.  

El demandante no hizo uso del traslado conferido mientras que la autoridad demandada 

retomó, en parte, los argumentos vertidos en sus informes anteriores. Ahora bien, además 

alegó que el presente proceso de amparo tiene por objeto verificar si el proceso 

administrativo que concluyó con las resoluciones 008-2000 y 172-2000 violentó algún 

precepto constitucional. Al respecto, -insistió- tales resoluciones se han emitido como un 

acto aplicativo del Decreto Legislativo 432 el cual ha sido ya objeto de varios juicios de 

inconstitucionalidad, los cuales fueron sobreseidos en su oportunidad. Asimismo, citó una 

serie de procesos tramitados por la Sala de lo Contencioso Administrativo en los cuales se 

impugnó la resolución 172-2000 y se resolvió que no existía ninguna ilegalidad. 

Por otra parte, el apoderado de la autoridad demandada recalcó que el demandante 

manifestó en uno de sus escritos que el presente proceso se trataba de un amparo contra ley 

heteroaplicativa y por lo tanto, la parte actora estaba obligada a individualizar las 

disposiciones de la ley impugnada, que devendrían en inconstitucionales. En consecuencia, 

señaló que la demanda debió rechazarse mediante la figura de la improcedencia, debiendo 

esta Sala sobreseer en esta etapa procesal. 

Sobre los aspectos relativos a la tala de árboles, el doctor José Antonio Calderón Martínez 

expresó que la autoridad competente en materia forestal es el Servicio Forestal del 

Ministerio de Agricultura y Ganadería y las Municipalidades, por lo que el Ministerio de 

Medio Ambiente y Recursos Naturales no puede ser demandado en una materia que no es 

de su competencia. Asimismo, afirmó que el permiso ambiental tiene por objeto determinar 

la viabilidad ambiental de un proyecto en la forma en que ha sido planteada para el caso en 

el diagnóstico ambiental y es a través de los programas de adecuación ambiental que se 

aplican las medidas correctivas tendientes a mitigar, atenuar o compensar los impactos 

ambientales negativos que genera la actividad del proyecto a desarrollarse. 

En cuanto a la inspección realizada por el Juez de lo Civil de Nueva San Salvador, la 

autoridad demandada observa que una de las conclusiones del referido juez relativa a la 

disminución de infiltración del agua y aumento de la escorrentía superficial del agua lluvia 

no tiene fundamento técnico real. En su opinión, para llegar a dicha conclusión se requiere 

de estudios hidrológicos, los cuales no se practicaron durante la inspección sino más bien 

corren agregados al proceso y a su vez determinan lo contrario a lo manifestado por el 

mencionado juez. 

Por último, el doctor José Antonio Calderón Martínez expresó que el acto impugnado no 

adolece de ninguna ilegalidad ni viola ningún derecho integrante de la esfera jurídica del 

actor. A la vez, indicó que con el escrito presentado con fecha dieciocho de febrero del año 



dos mil dos, el demandante cambió totalmente el fundamento jurídico de su demanda, lo 

que obliga a esta Sala a dictar el sobreseimiento correspondiente. 

Finalmente, el proceso quedó en estado de dictar sentencia.  

II. Habiéndose expuesto los argumentos esgrimidos por el demandante para fundamentar su 

petición de amparo, las razones aducidas por la autoridad demandada para justificar la 

constitucionalidad del acto impugnado y la opinión del Fiscal de la Corte, de modo previo 

al estudio sobre el fondo del asunto, esta Sala considera necesario examinar y decidir 

ciertos aspectos relativos a la adecuada configuración de la pretensión en el presente caso 

(1), para luego establecer el orden que deberá seguir la presente resolución (2) . 

1) En primer lugar, la parte actora alega violación a su derecho al bien común y a la vida 

digna, los cuales se derivan en su opinión, de los arts. 1 y 2 Cn. respectivamente. 

(a) En virtud de lo anterior, debe mencionarse que el art. 1 Cn. contiene declaraciones 

constitucionales que no constituyen derechos fundamentales en sí y que, en todo caso, 

sirven de criterio hermenéutico para las restantes disposiciones integrantes del texto 

constitucional. Tal artículo opera como directriz general de la actividad estatal, la cual debe 

obedecer a una concepción personalista en el sentido que la función del derecho es 

garantizar la libertad de cada individuo para permitir que éste realice libremente sus fines, y 

la función del Estado es la organización y puesta en marcha de la cooperación social, 

armonizando los intereses individuales y colectivos con miras a obtener el bien común. 

En cuanto al bien común, esta Sala dijo en sentencia de 23-III-2001 dictada en proceso de 

Inc. 8-97/15-97, lo siguiente: "el bien común se puede comprender como el conjunto de las 

condiciones materiales y espirituales necesarias para que cada individuo pueda realizarse en 

el marco de un orden justo; en ese sentido, pueden señalarse como caracteres 

fundamentales del bien común la totalidad –es decir, que el bien común es el bien del todo, 

al cual los individuos contribuyen y del cual todos participan–, y la proporcionalidad –que 

implica que el bien común es comunicado a cada persona no en su integridad, sino en 

partes a escalas variables, proporcionadas a la aptitud y responsabilidad de cada cual–. (---) 

A lo dicho cabe agregar que sólo en la sociedad y a través del bien común los individuos 

pueden conseguir su propio bien y realización personal; en ese sentido, la ordenación 

tendente al bien común se rige por la justicia general, y el mismo bien común se convierte 

en finalidad del orden social y en objeto de la justicia legal; por lo tanto, existe una 

conexión estrecha entre el bien común y la justicia." 

(b) Por su parte, el concepto de vida digna o calidad de vida se visualiza como el resultado 

de las medidas estatales orientadas a la protección de las condiciones materiales y 

culturales que permitan el libre desarrollo de la personalidad de los individuos. Así por 

ejemplo, uno de los ámbitos donde se desplaza la actividad estatal para proteger dichas 

condiciones es el medio ambiente. La promoción de diversos intereses constitucionales, 

entre ellos el ecológico, contribuye a esa calidad de vida y, en definitiva, al desarrollo de la 

persona, pero en todo caso, la vida digna no es un derecho fundamental.  



No obstante ello, en países en los cuales el derecho a disfrutar de un ambiente sano está 

excluído de la protección constitucional, suele ocurrir que ciertas pretensiones 

ambientalistas puedan cobijarse en el contenido de otros derechos más desarrollados y 

protegidos como son el derecho a la vida, a la integridad física y a la salud, respecto de los 

cuales es posible rescatar una tutela en clave ambientalista. Sin embargo, cabe señalar que 

nuestra Constitución no hace tal exclusión y por lo tanto, no es necesario tratar de hacer 

encajar pretensiones ambientalistas dentro del derecho a la vida, como se deduce de la 

demanda planteada por el doctor Angel María Ibarra Turcios. En efecto, en nuestro sistema 

jurídico es posible exigir directamente una protección constitucional frente a supuestas 

violaciones al medio ambiente, aún cuando –tal como se expondrá en párrafos posteriores- 

el derecho a disfrutar de un medio ambiente sano no sea una categoría jurídica subjetiva 

plasmada explícitamente en el texto constitucional. 

(c) Así pues, es necesario señalar que este tribunal ha sostenido en reiterada jurisprudencia, 

que el objeto del proceso de amparo persigue que se imparta a la persona justiciable la 

protección jurisdiccional contra cualquier acto de autoridad que estime inconstitucional y 

que, específicamente, viole u obstaculice el ejercicio de los derechos constitucionales 

consagrados a su favor.  

En el presente caso, el demandante ha señalado como categorías vulneradas por el acto 

reclamado, el bien común y la vida digna; sin embargo, tal como se expresó en las letras (a) 

y (b) de este Considerando, dichas categorías no constituyen derechos fundamentales y por 

ello, no pueden ser objeto de protección constitucional por la vía del proceso de amparo. Y 

es que, en todo caso, de la lectura de la demanda se deduce que la parte actora plantea más 

bien una pretensión ambientalista susceptible de ser analizada en forma autónoma.  

En consecuencia, por las razones antes apuntadas y al advertir un vicio en la pretensión, 

este tribunal considera procedente sobreseer respecto de las supuestas violaciones al bien 

común y a la vida digna. 

B. Mediante escrito presentado el día dieciocho de febrero de dos mil dos, el doctor Angel 

María Ibarra Turcios manifestó textualmente lo siguiente: "He acudido en amparo porque 

dicho acto administrativo –el acuerdo 172-2000-, ha sido el producto del Decreto 432/93, 

es decir que es un acto aplicativo o consecuente de éste. Se trata de un amparo contra ley y 

ataco por lo consiguiente una aplicación de la misma. Esta ley me viola derechos 

constitucionales a través de las habilitaciones o aplicaciones de la misma con actos como el 

presente." Dicho escrito correspondía al traslado conferido a la parte actora de conformidad 

con el art. 27 de la Ley de Procedimientos Constitucionales. 

De lo anterior, se advierte que el demandante, al evacuar el traslado antes mencionado, 

pretende introducir dentro del proceso un argumento que no había sido manifestado 

expresamente en la demanda, lo que implica una ampliación de la pretensión. Al respecto, 

este tribunal ha sostenido en reiterada jurisprudencia que la modificación o ampliación de 

la pretensión en el proceso de amparo sólo es posible antes de haberse rendido el segundo 

informe de la autoridad demandada, pues posteriormente a dicha etapa procesal se entiende 

que el objeto del proceso ya está determinado.  



Por lo tanto, siendo que la modificación en este caso se ha planteado después de haberse 

rendido el informe de la autoridad demandada de conformidad con el art. 26 de la Ley de 

Procedimientos Constitucionales, la misma resulta improcedente en esta etapa procesal.  

En consecuencia, el acto impugnado sujeto al análisis y pronunciamiento de esta Sala será 

la Resolución MARN 172-2000 de fecha 18-VII-2000, dictada por la entonces Ministra 

de Medio Ambiente y Recursos Naturales, Ana María Majano, en Diligencias 

promovidas por los señores Roberto Alvergue Vides y Mario Concepción Martínez 

Sandoval, en calidad de apoderados legales judiciales, el primero de los señores Roberto 

Dueñas Palomo, Roberto Miguel Dueñas Herrera y Miguel Arturo Dueñas Herrera y el 

segundo de la Sociedad Inmuebles Roble S.A. de C.V. como propietarios del inmueble 

denominado Zona Privada El Espino. 

2. Delimitada la pretensión de conformidad con las consideraciones precedentes, el análisis 

del caso deberá hacerse de acuerdo con el siguiente orden: en primer lugar, habrá de 

hacerse una caracterización de los derechos fundamentales, en general (III), y del derecho 

al medio ambiente, en particular (IV), para después analizar, específicamente, sus 

relaciones con otros derechos constitucionales –v.gr. derecho de propiedad y libertad 

económica- (V). Posteriormente, se analizará el caso concreto en cuanto a la supuesta 

violación constitucional alegada (VI); para luego pronunciar el fallo que corresponda. 

III. Tal como ha quedado delimitada la pretensión, las violaciones constitucionales 

invocadas están referidas al derecho a un medio ambiente sano, consagrado según el 

demandante en el art. 117 Cn. En consecuencia, es pertinente en este Considerando hacer 

una sucinta referencia a las características generales de los derechos fundamentales, como 

trasfondo necesario para que en el siguiente se analicen en específico algunos elementos 

esenciales del referido derecho, que resultan relevantes para la presente decisión. 

1. Con el concepto derechos fundamentales se hace referencia a las facultades o poderes de 

actuación reconocidos a la persona humana como consecuencia de exigencias ético-

jurídicas derivadas de su dignidad, su libertad y su igualdad inherentes, que han sido 

positivadas en el texto constitucional y que, en virtud de dicha positivación, desarrollan 

una función de fundamentación material de todo el ordenamiento jurídico, gozando 

asimismo de la supremacía y la protección reforzada de las que goza la Constitución. 

2. El sentido de tales derechos implica –por una parte– como se afirmó en la Sentencia de 

17-XII-1992, dictada en el proceso de Inc. 3-92, la posibilidad de reconocer a tales 

derechos una doble función en el sentido que, desde la dimensión subjetiva, han actuado 

tradicionalmente como garantía a la libertad individual, a lo cual contemporáneamente se 

ha agregado la garantía a los aspectos sociales y colectivos de la subjetividad; mientras que, 

desde la dimensión objetiva, su contenido coadyuva a la consecución de los fines y valores 

constitucionalmente proclamados. Y es que, como se dijo en la misma sentencia, la 

Constitución –fuente que positiva el núcleo de los derechos fundamentales– incorpora el 

sistema de valores esenciales que constituyen el orden de convivencia política e informan 

todo el ordenamiento jurídico. 



Así, en el contemporáneo Estado Constitucional Democrático, tales derechos también 

deben ser considerados, en conjunto, como un sistema valorativo que permite –desde el 

punto de vista político– la integración material de la comunidad estatal, y –desde un punto 

de vista jurídico– la legitimación del orden estatal; teniendo asimismo un claro carácter 

social –pues su ejercicio es, en mayor o menor medida, actividad social– y político –pues 

tales derechos son la base funcional de la democracia–. 

3. Ahora bien, existen múltiples criterios para clasificar los derechos fundamentales, v.gr. 

por sus garantías, según su aparición histórica, según su forma, por su naturaleza. En el 

presente caso, interesa destacar el criterio de la forma, en virtud del cual, los derechos 

fundamentales pueden ser explícitos o implícitos.  

Se habla de derechos explícitos cuando su enunciado formal en la Constitución se produce 

mediante normas expresas, como ocurre con los derechos enumerados en el art. 2 inc. 1° y 

2° Cn. No cabe duda que la formulación lingüística de la mencionada disposición 

claramente pone de manifiesto que las categorías enunciadas no son más que derechos 

fundamentales. 

Sin embargo, existen disposiciones constitucionales en las cuales el enunciado formal de la 

norma no contempla expresamente el derecho pero se puede desprender de su contexto 

axiológico o del contenido material de la Constitución. Ello corresponde a los derechos 

fundamentales implícitos. 

De conformidad con lo manifestado por el demandante, parecería que el derecho a un 

medio ambiente sano encaja dentro de esta segunda categoría, lo cual habrá de analizarse a 

continuación.  

IV. Hechas las anteriores aclaraciones, corresponde analizar en este Considerando algunos 

elementos esenciales del derecho al medio ambiente, que resultan especialmente relevantes 

para efectos de la decisión que habrá de dictarse: su carácter de derecho implícito (1); su 

contenido (2); quiénes son titulares de tal derecho (3); y sus límites (4). 

1. El art. 117 Cn. literalmente expresa: "Es deber del Estado proteger los recursos naturales, 

así como la diversidad e integridad del medio ambiente, para garantizar el desarrollo 

sostenible. --- Se declara de interés social la protección, conservación, aprovechamiento 

racional, restauración o sustitución de los recursos naturales, en los términos que establezca 

la Ley. --- Se prohíbe la introducción al territorio nacional de residuos nucleares y desechos 

tóxicos."  

Uno de los obstáculos mayores a la comprensión aguda y solución verdadera de los 

problemas jurídicos surge con frecuencia de la falta de claridad en la utilización de los 

términos derecho subjetivo, privilegio, potestad e inmunidad junto con los de deber, no-

derecho, sujeción e incompetencia. Para esclarecer el panorama, un sector de la doctrina ha 

propuesto un esquema de "opuestos" y "correlativos". Sin embargo, para efectos de la 

presente sentencia, interesa destacar que en dicho esquema el derecho subjetivo tiene como 

correlativo jurídico el "deber", ya que ambos términos expresan el mismo estado de cosas, 



visto desde ángulos diferentes: la posibilidad de un sujeto de reclamar frente a otro una 

determinada actuación a su favor. 

A diferencia de otras disposiciones en las cuales el constituyente hace referencia expresa a 

derechos de las personas –v.gr. arts. 2, 7, 18, 22, 53 Cn.–, el art. 117 Cn. pone de 

manifiesto un deber del Estado. En consecuencia, al existir un deber del Estado de proteger 

los recursos naturales así como la diversidad e integridad del medio ambiente, es posible 

entender que dicho artículo implícitamente contiene el correlativo derecho de las personas a 

la protección de los mismos. De ahí que se deduzca un derecho cuyas denominaciones 

varían desde derecho al medio ambiente sano, pasando por un derecho a la protección del 

medio ambiente hasta un derecho a disfrutar del medio ambiente. 

Asimismo, ya esta Sala señaló en sentencia de 2-VII-98 dictada en proceso de Inc. 5-93 que 

"si bien nuestra Constitución no enuncia expresamente dentro del catálogo de derechos 

fundamentales el derecho a un medio ambiente sano, es imprescindible reconocer que las 

obligaciones prescritas en el art. 117 y otras disposiciones de la Ley Suprema no importan 

un contenido prestacional en favor de los recursos naturales –lo cual es jurídicamente 

imposible-, sino de las personas que conforman la colectividad, es decir de quiénes 

satisfacen sus necesidades materiales mediante el aprovechamiento de tales recursos. En 

consecuencia, la regulación de las obligaciones del Estado en relación con la política 

ambiental, y los límites prescritos a esa actividad son establecidos en favor de la persona 

humana, lo que conlleva ineludiblemente al reconocimiento de que tal derecho a gozar de 

un medio ambiente sano tiene rango constitucional, y consecuentemente es obligación del 

Estado proteger a las personas en la conservación y defensa del mismo (...)". 

Ahora bien, es necesario aclarar que no toda obligación o deber constitucional deriva 

ineludiblemente en un derecho fundamental. En el caso que nos ocupa, también hay que 

tomar en cuenta el concepto derechos fundamentales enunciado en párrafos anteriores 

según el cual tales derechos son consecuencia de exigencias ético-jurídicas derivadas de la 

dignidad, la libertad y la igualdad inherentes a la persona humana. 

Así, tanto la doctrina como el derecho comparado enlazan el derecho al medio ambiente 

con la dignidad de la persona en el sentido que el ser humano tiene derecho a habitar y 

disfrutar su entorno vital en un régimen de armonía entre lo útil y lo grato y de acuerdo con 

sus características naturales y culturales. Además, tal como se expresó en el Considerando 

II.1.B. de esta sentencia, es claro que la finalidad de las medidas protectoras del medio 

ambiente persiguen el libre desarrollo de la personalidad de los individuos así como el 

mejoramiento en la calidad de vida. 

Igualmente, la jurisprudencia extranjera también se refiere a la solidaridad –entiéndase 

valor constitucional– como fundamento de las políticas ambientales. 

2. En virtud de lo antes expuesto, siendo que el derecho a un medio ambiente sano se 

desprende del art. 117 Cn., cabe analizar su contenido desde esa perspectiva.  



A. A fin de lograr una mejor comprensión del contenido del derecho en cuestión, es 

indispensable hacer referencia a su naturaleza mixta: como derecho personalísimo y como 

derecho prestacional. 

(a) La primera vertiente implica el disfrute esencialmente estético o no económico de los 

bienes ambientales, como resultado de la limitación al aprovechamiento de los recursos 

naturales. Disfrutar de los bienes ambientales entraña un acto de libertad que se ve 

amenazada por el uso abusivo de los recursos naturales. Al mismo tiempo, el ejercicio de 

otros derechos, como el de propiedad o la libertad económica, sólo puede concebirse 

colindando con el ejercicio del derecho a un ambiente adecuado. Al suponer un acto de 

libertad, el disfrutar del entorno es por ello un derecho subjetivo de libertad y se genera la 

pretensión de no ser molestado en ese disfrute. La principal actividad del derecho involucra 

la decisión personalísima del titular de disfrutar tales o cuales bienes ambientales y de 

cómo disfrutar de los mismos. 

(b) Por su parte, la segunda manifestación, se refiere a la obligación de preservar el medio 

ambiente. Así, los titulares del derecho pueden exigir del Estado medidas suficientes de 

protección, lo que indica que el derecho en estudio presenta una vertiente prestacional y 

una estructura típica de los derechos sociales. Asimismo, presupone la actividad del 

legislador y la acción protectora de los poderes públicos.  

Los poderes públicos deben limitar el aprovechamiento de los recursos naturales para 

asegurar su preservación, puesto que están obligados a poner a disposición de los titulares 

del derecho los bienes ambientales en las condiciones adecuadas para su disfrute. Las 

personas tienen, pues, el derecho de recibir de los poderes públicos un "medio ambiente 

adecuado" para su desarrollo. Tanto el acceso como el uso y la contemplación de los 

recursos naturales deben realizarse en las condiciones fijadas por los poderes públicos que 

han de asegurar la adecuación de esas actividades con la finalidad del ejercicio del derecho. 

La adecuación del medio al desarrollo de la persona, la calidad de vida, el uso racional de 

los recursos naturales o la intensidad en la protección del entorno han de ser calibrados por 

los poderes públicos; es decir, que no es posible que cada titular del derecho interprete los 

términos constitucionales, según sus personales apetencias, pues lo colectivo del objeto y 

de su disfrute exigen esa intervención pública que pondere la adecuación de los bienes 

ambientales y el grado de preservación y protección necesarios para que el entorno pueda 

seguir siendo disfrutado. 

B. Por otra parte, el inciso segundo del art. 117 Cn. asegura la protección estatal de los 

bienes ambientales, mediante la vinculación de los poderes públicos a los principios 

ambientales y a la garantía de la utilización racional de los mismos. 

(a) El primero de esos principios es el proteccionista, el cual tiene relación con las medidas 

preventivas que impidan el deterioro de los bienes ambientales cuya conservación se 

pretende. Las medidas protectoras son medios técnicos específicos que, generalmente, van 

asociados con limitaciones de las actividades contaminantes o con otras más específicas, 

como la prohibición de la caza y del comercio de especies animales protegidas o la 

evalución del impacto ambiental. 



Así, por ejemplo, la regulación de actividades clasificadas como contaminantes es una 

política de protección ambiental; ahora bien, es cierto que, en general, las normas sobre 

contaminación permiten un cierto grado de emisiones contaminantes pero éstas son 

menores o se prohíben cuando pueden afectar a bienes ambientales especialmente 

catalogados o conservados. Las medidas protectoras son, por lo tanto, más o menos intensas 

según sea la calidad de los bienes ambientales objeto de las mismas. Por ello, la doctrina 

admite que estas medidas tendrán que ser muy rigurosas cuando los posibles peligros 

acechan a los bienes ambientales de una zona rural; y menos rigurosas serán, por supuesto, 

las medidas protectoras del entorno urbano, donde es difícil conseguir un alto grado de 

protección de parajes naturales, pues la existencia misma de la ciudad supone una 

disminución considerable de la fauna y flora silvestres.  

Para la doctrina, la medida protectora de carácter preventivo más importante es la 

evaluación del impacto ambiental, la cual introduce la variable ambiental en la ejecución de 

proyectos tanto públicos como privados. El análisis del impacto ambiental se inserta en un 

procedimiento que tramita la Administración Pública, cuya decisión concede o deniega la 

autoriazión ambiental. 

(b) El segundo principio es el conservacionista que implica, en general, la retirada del 

mercado de algunos bienes naturales cuya utilización racional prácticamente se reduce al 

exclusivo ejercicio del derecho a disfrutar del medio. Son ilustrativos los casos de los 

parques nacionales y de los espacios naturales protegidos, donde se pretende mantener 

intactos los recursos de las zonas protegidas, proscribiendo o limitando cualquier 

explotación de los mismos.  

(c) El tercer principio es el de restauración o sustitución de recursos, el cual es un 

complemento de los dos anteriores. Este principio implica el fomento de las actuaciones 

encaminadas a regenerar los deteriorios y degradaciones producidos en el medio ambiente a 

través de medidas represivas que sustituyan el uso irracional y contaminante de los recursos 

naturales por el saneamiento y recuperación de dichos espacios.  

Esta tarea es a largo plazo y algunos ejemplos de acciones son la sustitución de técnicas 

productivas e industriales contaminantes por técnicas no contaminantes así como las 

políticas de reforestación y de cambio de uso del suelo. 

(d) Finalmente, la garantía de la utilización racional de los recursos naturales se encuentra 

de la mano con el desarrollo sostenible. El debate ecológico contemporáneo se ciñe, en gran 

parte, a señalar los límites de un aprovechamiento económico de los recursos que sea 

compatible con la adecuación del entorno para el goce de las personas. A esos límites se 

refiere la Constitución al emplear la expresión "aprovechamiento racional (...) de los 

recursos naturales". Sin embargo, en cada caso concreto, serán los poderes públicos 

competentes quienes determinen la racionalidad en la utilización de los recursos.  

Asimismo, es obvio que a menor uso económico o urbanístico de los recursos, mayor será 

el disfrute que hagan las personas del medio ambiente. No obstante, también es cierto que 

el empleo de los recursos resulta igualmente imprescindible para el bienestar material de 

los seres humanos. No cabe duda de que el desarrollo urbano o el trazado de las vías de 



circulación inciden, casi siempre negativamente, en el entorno; pero no es menos cierto que 

tales actividades son indispensables en las sociedades modernas. También es inevitable y 

constitucionalmente auspiciada la construcción de viviendas y la utilización para ello de 

suelo y materiales que proporciona la naturaleza. Lo mismo ocurre con la edificación de 

industrias y los inevitables problemas de contaminación que todo lo anterior suscita; sin 

olvidar la producción, también contaminante, de energía. Es la típica tensión entre 

desarrollo económico y medio ambiente. 

Casi todas las actividades humanas, que han permitido el desarrollo económico y social, 

son contaminantes y, por ende, nocivas para el disfrute del entorno. No pueden invocarse, 

empero, los principios constitucionales ambientales para detener todas esas actividades. 

Esos principios permiten, desde luego, ir limitando los efectos contaminantes del desarrollo 

económico e impedir así la aniquilación definitiva de los recursos naturales. Se habla con 

propiedad de desarrollo sostenible para referirse a aquél que, aprovechando los recursos, no 

los esquilma y permite su aprovechamiento futuro. 

En consecuencia, la potencial oposición entre protección del medio ambiente y desarrollo 

económico ha planteado la necesidad de compaginar en los diversos ordenamientos, la 

protección de ambos bienes constitucionales. Dicha compaginación se logra únicamente 

mediante la ponderación decidida, en último término, por el legislador o bien por el mismo 

aplicador del derecho. 

3. Tratándose de un derecho implícito, el art. 117 Cn. tampoco hace referencia expresa a los 

titulares del derecho. En consecuencia, al no haber determinación en cuanto a los sujetos 

activos, debe comprenderse como tales a todas las personas, sean éstas físicas o jurídicas, 

nacionales o extranjeras. 

Ahora bien, es necesario distinguir la titularidad en función de la naturaleza mixta del 

derecho ya mencionada anteriormente. 

En cuanto a la vertiente personalísima, aún cuando el disfrute del medio conlleva, además 

del goce meramente individual, una dimensión colectiva derivada de su ejercicio universal, 

no es posible reconocer titularidad de este derecho a las personas jurídicas. Su intrínseca 

naturaleza lo hace indisponible, salvo para las personas físicas pues éstas son las únicas que 

pueden protagonizar un goce espiritual y material de los bienes ambientales. 

No obstante, en cuanto a la manifiestación de derecho prestacional, sí podría admitirse 

titularidad respecto de ciertas personas jurídicas. Tal es el caso de las entidades ecologistas 

cuya actividad se encauza precisamente hacia la protección y preservación del entorno. En 

tales supuestos, no debe entenderse que dichas entidades pretenden una concreta defensa 

del derecho de determinados sujetos; es decir que el grupo ecologista no se está subrogando 

ninguna acción individual ni defendiendo un derecho colectivo que como asociación pueda 

disfrutar. Lo que se pretende, en último término, con tales acciones es que los poderes 

públicos mejoren la protección dispensada a los bienes ambientales. 



Finalmente, en relación con los extranjeros, resulta claro que el ejercicio de este derecho 

por parte de los mismos estará razonablemente supeditado a las limitaciones de entrada y 

permanencia en el territorio nacional.  

4. Ahora bien, aun cuando el derecho al medio ambiente goce del carácter de un derecho 

fundamental, no cabe colegir de ello –como tampoco se hace respecto a los demás derechos 

fundamentales– que éste sea absoluto, carente de limitaciones. Sin embargo, lo que sí debe 

destacarse es que, dado su carácter de derecho fundamental, las limitaciones a su ejercicio 

sólo pueden realizarse por Constitución o por ley formal.  

A. La doctrina distingue diferentes tipos de límites de los derechos fundamentales. En 

primer lugar, existen límites internos que sirven para definir el contenido mismo del 

derecho, resultando, pues intrínsecos a su propia definición; constituyen las fronteras del 

derecho, más allá de las cuales no se está ante el ejercicio de éste sino ante otra realidad. 

Éstos no son fáciles de trazar y el legislador debe afinar esas fronteras en la regulación que 

haga de cada derecho fundamental y los operadores jurídicos tienen que controlar que dicho 

trazado sea correcto, completándolo y adecuándolo ante las exigencias de la realidad 

cambiante.  

Por otra parte, encontramos límites externos, los cuales son impuestos por el ordenamiento 

jurídico frente al ejercicio legítimo y ordinario de los derechos fundamentales. Esta 

segunda clase, a su vez se divide en expresos e implícitos. 

Se habla de límites expresos cuando se encuentran previstos de manera explícita dentro de 

la Constitución y las leyes. Mientras que los implícitos no están formulados de manera 

expresa pero vienen impuestos por los principios o bienes jurídicos protegibles 

constitucionalmente. Es aquí donde entra en juego la ponderación y el principio de 

concordancia práctica, en virtud de los cuales se trata de disipar la tensión que pueda surgir 

en un caso concreto entre dos normas constitucionales, mediante la ponderación de valores, 

principios, intereses o bienes constitucionales protegidos, tratando de favorecer la fuerza 

expansiva de ambos. 

B. En relación con los límites internos del derecho al medio ambiente es posible manifestar 

que el reconocimiento constitucional del art. 117 Cn. no ampara cualquier goce y uso del 

entorno sino sólo aquel disfrute con vistas a la finalidad concreta de asegurar el desarrollo 

de la persona. En consecuencia, no todo uso –sino sólo aquél dirigido al desarrollo de la 

persona– está amparado por el art. 117 Cn. 

El ejercicio del derecho queda condicionado por su función social, porque es evidente que 

la adecuación del objeto del derecho y su finalidad se predican de todas las personas y no 

de unas pocas. Todo ejercicio del derecho tiene, en definitiva, que ser compatible con el 

mantenimiento del objeto y con su goce, incluso simultáneamente, por parte de todos los 

titulares del mismo. Cualquier ejercicio excluyente constituiría abuso del derecho pues se 

desbordarían los límites constitucionalmente trazados. 

C. También pueden encontrarse límites externos. Desde el momento que los poderes 

públicos actúan desplegando una política ambiental, el resultado de dicha política 



condiciona, decisivamente, el ejercicio del derecho que siempre debe ser compatible con la 

preservación y la mejora de los bienes ambientales.  

Ahora bien, cabe recordar en términos generales que los límites externos formulados 

mediante ley formal pueden ser establecidos libremente por la Asamblea Legislativa, 

siempre que se cumpla con las siguientes condiciones: que sean establecidas atendiendo a 

un criterio constitucional que autorice limitar derechos fundamentales; que no altere el 

derecho al medio ambiente –art. 246 inc. 1° Cn.–; y que respete el principio de 

proporcionalidad. 

D. Finalmente, en cuanto a los límites externos implícitos debe señalarse que el derecho al 

medio ambiente colinda con el ejercicio de otros muchos derechos y con intereses y bienes 

protegidos. Sin embargo, aun cuando la protección del entorno sea un interés de rango 

constitucional, su posición en el universo de bienes jurídicos no puede considerarse de 

rango superior, y ha de compaginarse, en la inevitable ponderación con los demás. 

El reconocimiento del derecho al medio ambiente plantea dos problemas fundamentales. El 

primero es el de las relaciones recíprocas entre el derecho al medio ambiente y otros 

derechos constitucionales –en especial el de propiedad y el de libertad económica– y el 

segundo –derivado del anterior– es la necesaria ponderación entre derechos que habrá de 

hacerse en los casos concretos por el aplicador del derecho (entiéndase autoridades 

jurisdiccionales y no-jurisdiccionales). Asimismo, cabe resaltar también que corresponde al 

legislador llevar a cabo una previa y general ponderación que asegure la fuerza expansiva 

de los bienes jurídicos en tensión. 

V. Tal como se mencionó anteriormente, el derecho al medio ambiente se relaciona con 

otros también protegidos por el ordenamiento constitucional, pero esa relación no siempre 

es de complementariedad sino que presenta en ocasiones carácter conflictivo.  

Así, algunos contenidos del derecho al medio ambiente coinciden con el contenido de otros 

derechos regulados con mayor precisión por el orden jurídico. Por ello, existe la tendencia –

aún en el derecho comparado– a encubrir frecuentemente el derecho ambiental con el 

contenido de otros derechos y en consecuencia, se plantean ante los tribunales 

constitucionales pretensiones ambientalistas fundadas en otros derechos tales como la vida, 

la integridad física y moral, la protección de la salud y hasta el derecho a la intimidad 

personal y familiar. 

Ahora bien, en ocasiones se producen recíprocas limitaciones entre el derecho ambiental y 

otros derechos. Específicamente, con el derecho de propiedad y el de libertad económica, la 

relación se produce de manera ambivalente y compleja. Por un lado, puede haber un 

encubrimiento cuando el titular del derecho de propiedad hace uso de bienes ambientales 

que le pertenecen para la tutela de intereses ambientalistas. Es necesario advertir que aun 

cuando no todos los bienes ambientales caen en el radio posible del dominio privado, 

muchos de ellos, aunque sometidos a la legislación y administración ambiental de los 

poderes públicos, son con frecuencia propiedad privada. 



Por otro lado, puede presentarse una tensión cuando el ejercicio del derecho de propiedad y 

de la libertad económica deterioran el ambiente. Este conflicto refleja, en una escala menor, 

la tensión entre desarrollo económico y preservación del entorno, ambos bienes jurídicos de 

rango constitucional. Se precisa entonces, para la realización de ambos derechos, una 

ponderación que habrán de llevar a cabo los poderes públicos. En un primer momento, el 

equilibrio entre propiedad y protección del ambiente, habrá de decidirse por el legislador, 

quien deberá fijar las relaciones entres tales derechos y establecer, en definitiva, qué 

vínculos concretos pesan sobre uno y otro. En segundo término, los aplicadores del derecho 

también tendrán que ponderar entre ambos intereses en cada caso concreto, basándose en la 

normativa correspondiente. 

La ponderación es una técnica constitucional para resolver la colisión entre bienes o 

intereses jurídicos del mismo rango. Esto significa que, en caso de conflicto, uno de los 

bienes debe ceder ante el otro pero no implica declarar inválido al interés desplazado ni que 

se le introduzca una cláusula de excepción. Más bien, la doctrina señala que bajo ciertas 

circunstancias uno de los bienes jurídicos tutelados precede al otro; mientras que bajo otras 

circunstancias la cuestión de la precedencia puede ser solucionada de manera inversa. Esto 

significa que en los casos concretos los intereses jurídicos, abstractamente del mismo 

rango, tienen diferente peso; por lo que para la resolución del caso particular prima el bien 

jurídico de mayor peso. 

La solución de la colisión consiste pues, en que, teniendo en cuenta las circunstancias del 

caso, se establece entre los intereses jurídicos una relación de precedencia condicionada. La 

determinación de la relación de precedencia condicionada consiste en que, tomando en 

cuenta el caso, se indican las condiciones bajo las cuales un bien tutelado precede al otro. 

Bajo otras condiciones, la cuestión de la precedencia puede ser solucionada inversamente. 

VI. De conformidad con las consideraciones hechas anteriormente, se procede al análisis 

del caso concreto. 

En cuanto a la supuesta violación al art. 117 Cn., el demandante indicó que el desarrollo 

sostenible es un derecho que tiene como habitante y como presidente de la UNES. Este 

derecho –insistió- se ha afectado por cuanto al destruir un recurso tan importante, el 

desarrollo sostenible simplemente se altera, lo que incide en el bienestar actual y en el de 

las futuras generaciones. En su opinión, el constituyente dispuso que el estado debe 

propiciar el desarrollo sostenible; y sus acciones o programas deben ir en tal dirección. Por 

consiguiente, al aprobar tal urbanización este derecho se le ha violado tanto como persona 

particular, como miembro de la sociedad y como presidente de una organización que dedica 

sus recursos a la defensa del medio ambiente y del desarrollo sostenible. 

1. De lo expuesto por la parte actora, se observa que la pretensión está enfocada a la 

supuesta violación del derecho al medio ambiente en su vertiente prestacional, es decir, a la 

obligación del Estado de preservar el medio ambiente mediante la aplicación de los 

principios ambientales y la garantía de la utilización racional de los recursos naturales. 



Lo anterior, justifica la titularidad del demandante en su carácter individual así como la de 

la UNES como persona jurídica interesada en mejorar la situación del medio ambiente y el 

desarrollo sostenible en el país. 

Por otra parte, es necesario aclarar que la comprobación en la realidad del impacto 

ambiental de un proyecto es una cuestión eminentemente técnica que escapa de la 

competencia de esta Sala por lo que el análisis del caso deberá centrarse a verificar si la 

Resolución MARN 172-2000 de fecha 18-VII-2000, dictada por la entonces Ministra de 

Medio Ambiente y Recursos Naturales, Ana María Majano, viola el derecho al medio 

ambiente en su vertiente prestacional. Ello implica que la labor de esta Sala deberá 

concentrarse en verificar si de la argumentación contenida en el acto impugnado se 

aprecia una inobservancia de los principios ambientales y de la garantía del 

aprovechamiento racional de los recursos.  

2.(a) En relación con el principio proteccionista, los Considerandos II. y III. de la 

resolución en estudio señalan que los interesados en la emisión del permiso ambiental 

adjuntaron el Estudio Ambiental respectivo que contenía el programa de manejo ambiental 

de la Zona Privada El Espino, Fase I, Etapa 1: Zona Corporativa y el Plan Parcial de la 

Zona Privada El Espino y sus anexos, del referido proyecto, por lo que el Ministerio de 

Medio Ambiente y Recursos Naturales, por medio de la Dirección de Calidad Ambiental, 

ahora de Gestión Ambiental, designó un coordinador y dos especialistas que conjuntamente 

con tres especialistas de la Dirección de Patrimonio Natural conformaron el equipo de 

revisión técnica del estudio, al cual se le hicieron observaciones que fueron superadas. En 

virtud de ello, se concluyó que dicho estudio satisfacía los requirimientos ambientales 

establecidos única y exclusivamente para la Fase I, Etapa 1: Zona Corporativa, por lo que 

se emitió dictámen técnico favorable. 

En consecuencia, de conformidad con los Considerandos referidos en el párrafo precedente, 

se advierte que la Resolución MARN N°172-2000 se basó en un estudio de impacto 

ambiental analizado por técnicos especialistas que dieron su dictámen favorable, por lo que 

se concluye que el acto impugnado tomó en cuenta el principio proteccionista en materia 

ambiental. 

(b) Por otra parte, en cuanto al principio conservacionista, el mismo demandante en su 

demanda señaló que la "Ministra del Medio Ambiente al autorizar esta urbanización lo ha 

hecho sobre bases legales es cierto, el Decreto 432 (...)". 

Al respecto, se advierte que dicho Decreto Legislativo contiene disposiciones especiales a 

efecto de conservar la integridad ecológica del inmueble "El Espino" mediante las cuales se 

establece una Zona Protectora del Suelo y se declara como Zona de Reserva Forestal una 

porción de terreno ubicada al Noroeste del inmueble denominado "El Espino", cuyas 

medidas y linderos se describen en dicho Decreto. 

Lo anterior indica que la parte actora reconoce que el acto impugnado no contraría esa zona 

de reserva y de protección establecida por el Decreto Legislativo 432, de catorce de enero 

de mil novecientos noventa y tres, publicado en el Diario Oficial N° 22, Tomo 318, 

correspondiente al dos de febrero del mismo año. Además, de fs. 152 a fs. 154 corre 



agregada la Resolución MARN N° 008-2000, en la que se resuelve que la Zona Privada El 

Espino no forma parte de la porción establecida y declarada como zona protectora del suelo 

y zona de reserva forestal. 

Por consiguiente, siendo que la Resolución MARN N° 172-2000 no afecta dicha zona 

protegida, tampoco se deduce una vulneración al principio conservacionista. 

(c) En cuanto al principio de restauración, el acto impugnado contempla el cobro de una 

fianza por el monto de tres millones cuatrocientos sesenta y nueve mil trescientos sesenta y 

seis colones colones por el plazo de dos años para garantizar el cumplimiento de obras y 

medidas ambientales detalladas en la misma resolución. Algunas de dichas medidas 

comprenden la plantación de árboles a lo largo de vías de circulación, la protección de 

árboles conspicuos, la plantación de especies arbóreas nativas para compensar la tala de 

árboles y la construcción de bóveda. Además, si al concluir el plazo de dos años 

mencionado no se hubiera concluido las obras ambientales exigidas, la resolución ordena 

que se deberá constituir nueva fianza por el monto de las obras ambientales que falten por 

realizar y por el plazo que fuere necesario. 

De conformidad con lo antes expuesto, también se observa que la autoridad demandada, al 

momento de emitir el acto impugnado tomó en cuenta el principio de restauración. 

(d) Finalmente, en cuanto a la garantía de aprovechamiento racional de los recursos, se ha 

expresado en el Considerando IV.2.B.(d) que desarrollo sostenible es aquél que, 

aprovechando los recursos, no los esquilma y permite su aprovechamiento futuro. Así 

también, se puso de manifiesto la potencial oposición entre protección del medio ambiente 

y desarrollo económico, lo cual ha planteado la necesidad de compaginar la protección de 

ambos bienes constitucionales mediante la ponderación decidida, en último término, por el 

legislador o bien por el aplicador del derecho. 

En el presente caso, al decidir sobre la concesión del permiso ambiental para el desarrollo 

del proyecto denominado Zona Privada El Espino, Fase I, Etapa I, Zona Corporativa, la 

entonces Ministra de Medio Ambiente y Recursos Naturales no hizo más que ponderar 

entre el derecho al medio ambiente y la libertad económica y el derecho de propiedad –en 

su manifestación de libre disposición de bienes– de los solicitantes del permiso. 

Ya se dijo que la ponderación, en términos generales, significa que bajo ciertas 

circunstancias uno de los bienes jurídicos tutelados precede al otro; mientras que bajo otras 

circunstancias la cuestión de la precedencia puede ser solucionada de manera inversa. Así, 

al analizar el contenido de la Resolución MARN N° 172-2000 se advierte que, el permiso 

ambiental fue emitido bajo ciertas condiciones, v.gr. análisis previo y aprobación técnica 

del estudio de impacto ambiental del proyecto, constitución de fianza e implementación, 

control y seguimiento de medidas ambientales. Es decir que, tomando en cuenta dichas 

condiciones, la autoridad demandanda consideró viable en este caso concreto, la 

precedencia de los derechos de propiedad y libertad económica respecto del derecho al 

medio ambiente, y concedió el permiso ambiental.  



Lo anterior, indica que la ponderación realizada por la Ex-Ministra de Medio Ambiente y 

Recursos Naturales entre el derecho al medio ambiente y los derechos de propiedad y 

libertad económica de los solicitantes del permiso ambiental, que consta en la Resolución 

MARN N° 172-2000 ha sido justificada desde la perspectiva constitucional y por lo tanto 

no atenta contra la garantía de aprovechamiento racional de los recursos. 

(e) En virtud de lo antes expuesto, esta Sala concluye que en el presente caso, existía una 

tensión entre el derecho al medio ambiente y los derechos de libertad económica y 

propiedad; y por lo tanto, la autoridad demandada tenía que ponderar a favor de uno.  

De la lectura de la resolución, se advierte que la misma ha sido debidamente fundamentada 

en cuanto a las razones técnicas por las cuales se concedió el permiso ambiental a los 

solicitantes, cumpliéndose con los principios ambientales y la garantía de aprovechamiento 

racional de los recursos naturales, que forman parte del contenido prestacional del derecho 

al medio ambiente. 

En virtud de lo antes expuesto, es innegable que toda obra de urbanización impacta en el 

entorno. Sin embargo, no puede impedirse arbitariamente la ejecución de actividades 

económicas y de construcción, ya que tan necesario es el medio ambiente como el 

desarrollo urbano y económico para la realización de la persona como ser humano. En todo 

caso, la obligación de los poderes públicos derivada del contenido prestacional del derecho 

a la protección del medio ambiente consiste en verificar que dicho impacto sea el menor 

posible y que a la vez se exijan medidas de restauración, lo cual en el presente caso se ha 

cumplido por parte de la autoridad demandada, por lo que debe desestimarse la pretensión. 

Por tanto: 

Con base en las razones expuestas, disposiciones constitucionales citadas y artículos 32, 33, 

34 y 35 de la Ley de Procedimientos Constitucionales, esta Sala FALLA: (a) Sobreséese en 

el presente proceso respecto de la supuesta violación al bien común y a la vida digna, por 

no tratarse de derechos fundamentales o categorías jurídicas subjetivas protegibles por la 

vía del proceso de amparo; (b) Declárase no ha lugar el amparo promovido por el señor 

Angel María Ibarra Turcios, en su carácter personal y en representación de la Federación 

Unidad Ecológica Salvadoreña (UNES), corporación sin fines de lucro, contra la 

Resolución MARN 172-2000 de fecha 18-VII-2000, dictada por la entonces Ministra de 

Medio Ambiente y Recursos Naturales, Ana María Majano, en Diligencias promovidas por 

los señores Roberto Alvergue Vides y Mario Concepción Martínez Sandoval, en calidad de 

apoderados legales judiciales, el primero de los señores Roberto Dueñas Palomo, Roberto 

Miguel Dueñas Herrera y Miguel Arturo Dueñas Herrera y el segundo de la Sociedad 

Inmuebles Roble S.A. de C.V. como propietarios del inmueble denominado Zona Privada 

El Espino, por no existir la violación del art. 117 Cn. alegada, en cuanto a la vertiente 

prestacional del derecho al medio ambiente; (c) notifíquese. ---A. G. CALDERON---R. 

HERNANDEZ VALIENTE---J. E. TENORIO---J. ENRIQUE ACOSTA---

PRONUNCIADO POR LOS SEÑORES MAGISTRADOS QUE LO SUSCRIBEN---S. 

RIVAS DE AVENDAÑO---RUBRICADAS. 

  


